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2. A solicitud de una Universidad privada, el órgano
competente  de  la  Comunidad  Autónoma,  y  conforme
al  procedimiento  que  ésta  establezca,  podrá  dejar  sin
efecto  el  reconocimiento  de  los  centros  o
enseñanzas existentes  en  dicha  Universidad.  Ésta
garantizará  que los  estudiantes  que  cursen  las
correspondientes  ense- ñanzas  puedan  finalizarlas
conforme  a  las  reglas  gene- rales para la extinción de
los planes de estudios. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior será de aplicación,
asimismo, en el caso de supresión de centros adscritos
a Universidades públicas. 

3. Si con posterioridad al inicio de sus 
actividades la Comunidad Autónoma apreciara que una
Universidad privada o un centro universitario adscrito 
a una Univer- sidad pública incumple los requisitos 
exigidos por el orde- namiento jurídico o los compromisos 
adquiridos al soli- citarse su reconocimiento, o se separa 
de las funciones institucionales de la Universidad 
contemplados en el artí- culo 1, requerirá de la 
Universidad la regularización en plazo de la situación. 
Transcurrido éste sin que tal regu- larización  se  hubiera  
producido,  previa  audiencia  de  la Universidad  privada  o
del  centro  universitario  adscrito, la Comunidad 
Autónoma podrá revocar el reconocimien- to de los centros o 
enseñanzas afectados o lo comunicará a la Asamblea 
Legislativa, a efectos de la posible revo- cación del 
reconocimiento de la Universidad privada. Disposición 
adicional décima. De la movilidad temporal 

del personal de las Universidades. 
 

1. Los  poderes  públicos  promoverán  mecanismos
de movilidad entre las Universidades y otros centros
de investigación,  con  sus  correspondientes  programas
de financiación. Asimismo, promoverán medidas de fomen-
to  y  colaboración  entre  las  Universidades,  centros  de
enseñanzas no universitarias, Administraciones públicas,
empresas  y  otras  entidades,  públicas  o  privadas,  para
favorecer  la  movilidad  temporal  entre  su  personal  y
el que presta sus servicios en estas entidades. 

2. A  los  efectos  previstos  en  el  apartado  anterior,
se tendrá en cuenta la singularidad de las
Universidades de los territorios insulares y la distancia al
territorio penin- sular.  El  Gobierno,  las  Comunidades
Autónomas  y  las Universidades establecerán,
coordinadamente, una línea de fomento para la movilidad
de los ayudantes. 
 
Disposición adicional undécima. De los nacionales 
de 

Estados no miembros de la Unión Europea. 
 

1. Los contratos de profesorado que prevé esta
Ley no  estarán  sujetos  a  condiciones  o  requisitos
basados en la nacionalidad. 

2. Para los nacionales de Estados no miembros
de la Unión Europea la participación en las pruebas de
habi- litación que prevé esta Ley no estará sujeta a
condiciones o requisitos basados en la nacionalidad. 

Los habilitados de nacionalidad extranjera no comu-
nitaria podrán tomar parte en los concursos de
acceso y, en su caso, acceder a la función pública
docente uni- versitaria, cuando en el Estado de su
nacionalidad a los españoles  se  les  reconozca
aptitud  legal  para  ocupar en  la  docencia  universitaria
posiciones  análogas  a  las de  los  funcionarios  de  los
cuerpos  docentes  universi- tarios en la Universidad
española. 
 

regirán  por  las  normas  propias  de  los  profesores  aso-
ciados  de  la  Universidad,  con  las  peculiaridades  que
reglamentariamente se establezcan en cuanto a la dura-
ción de sus contratos. 

El  número  de  plazas  de  profesores  asociados
que se determine en los conciertos entre las
Universidades y  las  instituciones  sanitarias  no  será
tomado  en  con- sideración  a  los  efectos  del
porcentaje  que  establece el párrafo segundo del
apartado 1 del artículo 48. 
 
Disposición  adicional  decimotercera. De  la  contrata-

ción de personal investigador, científico o técnico con-
forme a la Ley 13/1986, de 14 de abril, de Fomento
y Coordinación General de la Investigación Científica
y Técnica. 

 
Las  posibilidades  de  contratación  de  personal  pre-

vistas  en  esta  Ley  para  las  Universidades  públicas
se entienden  sin  perjuicio  de  lo  establecido  en  el
artícu- lo  17  de  la  Ley  13/1986,  de  14  de  abril,  de
Fomento y  Coordinación  General  de  la  Investigación
Científica  y Técnica, en la redacción dada por la
disposición adicional séptima de la Ley 12/2001, de 9
de julio, de medidas urgentes de reforma del mercado
de trabajo para el incre- mento del empleo y la mejora de
su calidad. 
 
Disposición adicional decimocuarta. Del Defensor Uni- 

versitario. 
 

Para velar por el respeto a los derechos y las
libertades de  los  profesores,  estudiantes  y  personal
de  adminis- tración y servicios, ante las actuaciones de los
diferentes órganos y servicios universitarios, las
Universidades esta- blecerán en su estructura
organizativa la figura del Defen- sor   Universitario.   Sus
actuaciones,   siempre   dirigidas hacia la mejora de la
calidad universitaria en todos sus ámbitos,  no  estarán
sometidas  a  mandato  imperativo de ninguna instancia
universitaria y vendrán regidas por los principios de
independencia y autonomía. 

Corresponderá  a  los  Estatutos  establecer  el  proce-
dimiento  para  su  elección  o  designación,  duración  de
su mandato y dedicación, así como su régimen de fun-
cionamiento. 
 
Disposición  adicional  decimoquinta. Del  acceso  a  

los distintos ciclos de los estudios universitarios. 
 

En las directrices generales de los planes de
estudios a que se refiere el apartado 1 del artículo 34, el
Gobierno, previo  informe  del  Consejo  de  Coordinación
Universi- taria,  establecerá  las  condiciones  para  el  paso
de  un ciclo a otro de aquéllos en que se estructuran los
estudios universitarios de acuerdo con lo establecido
en el artícu- lo  37  y  el  apartado  2  del  artículo  88,  así
como  para el acceso a los distintos ciclos desde
enseñanzas o titu- laciones universitarias o no
universitarias que hayan sido declaradas equivalentes
a las universitarias a todos los efectos. 
 
Disposición  adicional  decimosexta. De  los  títulos  de 

especialista para profesionales sanitarios. 
 

Los títulos de especialista para profesionales sanita-
rios serán expedidos por el Ministerio de Educación, Cul-
tura y Deporte, tendrán carácter oficial y validez en todo
el  territorio  nacional,  y  se  regularán  por  su  normativa
específica. 

Corresponde al Gobierno, a propuesta de los Ministros
de  Educación,  Cultura  y  Deporte  y  de  Sanidad  y  Con-
sumo, y de acuerdo con lo previsto en las disposiciones


